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Nota del editor


 Quienes hayan adquirido la obra en formato papel podrán disponer también del contenido en soporte digital.

El formato doble (papel + digital) permite la consulta de todos los contenidos de la obra y, adicionalmente, de los formularios a texto íntegro para su edición y descarga.






Presentación


 Este libro contiene una visión detallada del procedimiento de recaudación seguido por la Agencia Tributaria para el cobro de los tributos y demás ingresos de derecho público cuya gestión tiene encomendada.

Dicho contenido se estructura en cuatro grandes apartados:


	
1)  Cuestiones generales sobre la deuda, sus formas de extinción, garantías y aplazamientos y fraccionamientos de su pago.

	
2)  El procedimiento administrativo de apremio, que incluye el inicio del mismo, su tramitación, a través de la trabaja y ejecución de bienes, y su terminación.

	
3)  El procedimiento de declaración y exigencia de responsabilidades tributarias.

	
4)  El procedimiento de exigencia de la deuda a los sucesores del deudor, sea este persona física o jurídica.



Como complemento, se abordan también las cuestiones organizativas de la Agencia Tributaria para el desarrollo de su función recaudatoria (órganos de recaudación) y la relativamente reciente cuestión de la recuperación de las ayudas de Estado, cuando no debe ser practicada por los órganos de liquidación.

La obra combina aspectos teóricos y prácticos con la finalidad de ofrecer explicaciones lo más claras posibles. El texto principal se acompaña, por ello, de continuos ejemplos ilustrativos. Del mismo modo, se incluyen numerosos formularios para la presentación de todo tipo de solicitudes, aportación de documentos y comunicaciones a los órganos administrativos competentes.

Finalmente, indicar que esta edición recoge los pronunciamientos administrativos, doctrinales y jurisprudenciales más recientes.








Capítulo I La deuda






1. La deuda tributaria


 De acuerdo con el artículo 58 de la LGT 2003, la deuda tributaria es la cantidad a ingresar resultante de la obligación tributaria principal o de las obligaciones de realizar pagos a cuenta. Esta cantidad puede ser incrementada, en su caso, en los siguientes conceptos:


	
a)  Interés de demora (art. 26 LGT 2003).

	
b)  Recargos por declaración extemporánea (art. 27 LGT 2003).

	
c)  Recargos del periodo ejecutivo (art. 28 LGT 2003).

	
d)  Otros recargos, exigibles sobre bases o cuotas, a favor tanto del Tesoro como de otros entes públicos.




ATENCIÓN Al enumerar los componentes de la deuda tributaria, el artículo 58 de la LGT 2003 no menciona las sanciones, excluyéndolas por tanto de dicha magnitud. Ello va a ser de especial importancia a lo largo de toda su regulación, ya que cuando la Ley se refiera a la deuda tributaria exclusivamente (como ocurre, por ejemplo, al delimitar el alcance de determinados supuestos de responsabilidad) no quedan incluidas en ella las sanciones.










2. Las sanciones


 La exclusión de las sanciones del concepto de deuda tributaria se entiende sin perjuicio de que para su recaudación se apliquen las normas que regulan las actuaciones y el procedimiento de recaudación de aquélla (Capítulo V del Título III de la Ley). En relación con las sanciones, se consagra el principio de inejecutividad de las mismas en tanto no sean firmes en vía administrativa, del cual se derivan tres consecuencias:


	
a)  La suspensión automática de las sanciones, sin necesidad de aportar garantías, en tanto las mismas no sean firmes en vía administrativa (intereses de demora suspensivos). Esta previsión fue incorporada al ordenamiento tributario por el artículo 35 de la Ley 1/1998, de 26 de febrero, de Derechos y Garantías de los Contribuyentes, que simplemente se reproduce.

	
b)  La no exigencia de intereses de demora por el tiempo que transcurra desde la notificación de la sanción hasta la ultimación de la vía administrativa. La ley fija como fecha final en este caso el fin del plazo de ingreso en periodo voluntario abierto con la notificación de la resolución que pone fin a la vía administrativa.

	
c)  El devengo de intereses una vez agotado el periodo voluntario abierto por la citada notificación (intereses de demora ejecutivos).Esta circunstancia ha sido clarificada mediante la adición de un inciso final a la letra b) del art. 212.3 de la Ley General Tributaria, a través de la Ley 7/2012, de 29 de octubre.









3. El interés de demora


 El interés de demora se configura en la Ley General Tributaria como una prestación accesoria, de naturaleza exclusivamente compensatoria de un perjuicio, causado normalmente por la realización de un pago fuera de plazo o por el cobro de una devolución improcedente.

Como señala el Tribunal Supremo (STS 28-5-1997), la raíz profunda de los intereses de demora se encuentra en el Derecho Común. Así, el artículo 1108 del CC establece, con carácter general, que en caso de que una obligación consistiera en el pago de una cantidad de dinero (la cuota, en la deuda tributaria) y el deudor (aquí, el contribuyente) incurriera en mora, la indemnización de daños y perjuicios consistirá, no habiendo pacto en contrario, en el pago de los intereses convenidos y, a falta de convenio, en el interés legal (módulo configurado posteriormente en este ámbito o sector mediante el tipo básico del Banco de España, con ciertas matizaciones a lo largo del tiempo que no son del caso aquí).

El interés de demora tiene una función compensadora del incumplimiento de una obligación de dar y, por tanto, su naturaleza intrínseca es indemnizatoria, según pone de manifiesto con toda nitidez la citada norma civil, que encierra el principio matriz de la institución.

En el mismo sentido se pronuncian otras muchas sentencias (SSTS 26-3-1999, 22-3-2001, 22-12-2003, 10-2-2005 y 16-7-2009, entre otras). Incluso el propio Tribunal Constitucional ha considerado oportuno manifestarse sobre esta cuestión. Así, en su sentencia 76/1990, de 26 de abril, se consagra la naturaleza compensatoria del interés de demora al tiempo que se niega al mismo naturaleza sancionadora.

A la naturaleza no sancionadora del interés de demora se refería expresamente, por otra parte, la redacción originaria del artículo 78 de la Ley General Tributaria de 1963, posteriormente modificada por la Ley 10/1985, de 26 de abril, que la eliminó.

La respectiva diferente naturaleza de unos (intereses) y otras (sanciones) hace que sean compatibles en todo momento.

El interés de demora vigente en 2021 es del 3,75%, conforme ha señalado la Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2021. Esta misma norma sitúa el interés legal en el 3%.

Algunos aspectos de especial relevancia de la regulación de los intereses de demora en la LGT son los siguientes:

• No se exigirán intereses de demora desde que la Administración incumpla, por causa imputable a la misma, alguno de los plazos establecidos en la propia ley para resolver. La interrupción del devengo de intereses se mantendrá hasta que se dicte dicha resolución o se interponga recurso contra la resolución presunta. Este criterio no rige en los expedientes de aplazamiento ni tampoco en los recursos administrativos en los que no se haya acordado la suspensión del acto recurrido.

Del plazo para resolver se ocupan los artículos 103 y siguientes de la LGT 2003. El artículo 103 LGT 2003 establece la obligación que tiene la Administración tributaria de resolver expresamente todas las cuestiones que se planteen en los procedimientos de aplicación de los tributos, así como de notificar dicha resolución expresa. El plazo máximo en que debe notificarse la resolución (bastará para tenerla por notificada con acreditar que se ha realizado un intento de notificación que contenga el texto íntegro de la resolución; en el caso de sujetos obligados o acogidos voluntariamente a recibir notificaciones practicadas a través de medios electrónicos, con la puesta a disposición de la notificación en la sede electrónica de la Administración Tributaria o en la dirección electrónica habilitada), será el fijado por la normativa reguladora del correspondiente procedimiento, sin que pueda exceder de seis meses, salvo que una norma con rango de ley establezca lo contrario (por ejemplo, el procedimiento administrativo de apremio, cuya duración puede extenderse hasta que prescriba la acción de cobro) o venga previsto en la normativa comunitaria europea. En el supuesto de que las normas reguladoras de los procedimientos no fijen un plazo máximo, este será de seis meses.

Para el cómputo de los plazos, la ley distingue entre:


	
–  Procedimientos iniciados de oficio. Los plazos comenzarán a contarse desde la fecha de notificación del acuerdo de inicio.

	
–  Procedimientos iniciados a instancia del interesado. Se contarán desde la fecha en que el documento haya tenido entrada en el registro del órgano competente para su tramitación. Así, en la solicitud de compensación presentada por correo certificado en una oficina de Cáceres, con destino a la Dependencia de Recaudación de Valencia, el cómputo del plazo a los efectos descritos anteriormente no comenzará con la presentación en la oficina de correos de la solicitud sino cuando ésta haya accedido al registro del órgano competente para su tramitación (Valencia). Ello, sin perjuicio de que el procedimiento se entienda iniciado con la presentación en las oficinas de correos del escrito de solicitud o de cualquiera de las demás formas previstas en el  artículo 16.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre.



Para el cómputo de los plazos no se incluirán las dilaciones en el procedimiento que no sean imputables a la Administración. Tampoco se computará dentro de los plazos máximos para notificar la resolución de un recurso de reposición el periodo concedido para efectuar alegaciones a los titulares de derechos afectados (artículo 232.3 LGT 2003) o aquel que otros órganos de la Administración tarden en remitir datos o informes solicitados, si bien los periodos no incluidos en el cómputo del plazo por las circunstancias anteriores no podrán exceder de dos meses.

• Tampoco se exigirán intereses conforme ya se ha dicho, en caso de interposición de recursos o reclamaciones contra las sanciones, durante el tiempo que transcurra hasta la finalización del plazo de pago en periodo voluntario abierto por la notificación de la resolución que ponga fin a la vía administrativa (lo cual significa, obviamente, que en la vía contenciosa sí que podrán devengarse intereses de demora).

• Se aplicará el interés legal, y no el interés de demora en los supuestos de aplazamientos, fraccionamientos o suspensiones de deudas garantizadas en su totalidad mediante aval solidario de entidad de crédito, sociedad de garantía recíproca o certificado de seguro de caución. Con tal medida pretende el legislador incentivar la utilización de este tipo de garantías. La posibilidad de que ello supusiera desigualdades causantes de un trato discriminatorio fue abordada por el Consejo de Estado. Este órgano consultivo, en su dictamen relativo al anteproyecto de la ley, concluyó que "parece claro que esta medida introduce una diferencia entre situaciones que no pueden considerarse iguales, así como que se trata de una medida justificada y razonable".

• No se exigen tampoco intereses de demora si la deuda, junto con el correspondiente recargo de apremio reducido, se ingresa íntegramente en los plazos del artículo 62.5 de la Ley 58/2003.

• En las declaraciones extemporáneas con ingreso, cuando éstas se hubieran presentado una vez transcurridos más de doce meses desde que finalizó el plazo voluntario de presentación de la declaración-liquidación, solamente se exigirán intereses de demora por el tiempo que exceda de dichos doce meses, lo cual evita en tales casos su superposición con el recargo del 15% por declaración extemporánea sin requerimiento previo.

Por otra parte, en el supuesto de liquidaciones tributarias que resulten de declaraciones presentadas fuera de plazo sin requerimiento previo, tampoco se exigirán intereses de demora por el tiempo transcurrido desde la presentación de la declaración extemporánea hasta la finalización del plazo de pago en periodo voluntario correspondiente a la liquidación que se practique, sin perjuicio de los recargos e intereses que corresponda exigir por la presentación extemporánea.

Como aspecto particular, en el ámbito de la AEAT se ha establecido una regla práctica para el cálculo de intereses de demora en los supuestos de años bisiestos (en vigor desde 17 de enero de 2011) consistente en tomar a tal efecto en el denominador 366 días, no 365, como sucedía anteriormente. La modificación tiene por objeto evitar un tipo de interés superior al fijado en la LPGE, que era lo que ocurría en tales años hasta ahora, pues en el numerador de la expresión computan siempre los días exactamente devengados. Así, si son todo un año bisiesto, ello equivalía a multiplicar el tipo de la LPGE por 366/365 = 1,00274. Esta modificación viene citada en diversos pronunciamientos, entre ellos en las Resoluciones del TEAC 9-7-2009, Rec. 6899/2008 (FD 4º) y 23-2-2010 (FD 2º) y en el Auto de la Audiencia Nacional de 14-1-2010.


Casuística:



	
-  Para las deudas tributarias el interés de demora es el interés legal del dinero, vigente a lo largo del periodo en el que aquél resulte exigible, incrementado en un 25% salvo que la Ley de Presupuestos Generales del Estado establezca otro diferente, excepto en materia de aplazamientos, fraccionamientos o suspensión con aval (art. 26.6 LGT 2003).

	
-  Para las deudas no tributarias, y de acuerdo con lo establecido en el artículo 17 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, el interés de demora que es de aplicación para cada año o fracción de los que integran el periodo de cálculo, será el interés legal del dinero fijado en la Ley de Presupuestos para dichos ejercicios.

	
-  El dies a quo (día de inicio) del periodo de devengo de intereses de demora, en caso de sanciones tributarias cuya ejecución ha sido suspendida y que se hallan recurridas en vía judicial, cuando se ha solicitado la suspensión en dicha vía, no comienza hasta la fecha en la que el órgano judicial dicta el auto que concede la suspensión (RTEAC 22-03-11).

	
-  En el caso de reclamaciones económico-administrativas, el cese en el devengo de los intereses de demora se produce al cumplirse un año desde la interposición sin que haya sido notificada la resolución (RTEAC 01-03-12).

	
-  Cuando se anula la liquidación inicial por un fallo judicial parcialmente estimatorio y se dicta nueva liquidación, la base sobre la que se calculan los intereses será la cuota de la nueva liquidación y el dies a quem (día final) será el mismo que hubiera correspondido a la liquidación anulada. En cuanto al tipo aplicable, habrá que diferenciar dos tramos: a) El correspondiente al tiempo en que la deuda estuvo suspendida con garantías, en que el tipo aplicable es el legal del dinero; b) El resto del tiempo, en que se aplicará el tipo de interés de demora (RRTEAC 16-02-12). A efectos de a), las garantías deben ser aval solidario de entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o certificado de seguro de caución (RTEAC 01-03-12).



Cuando el obligado al pago haya obtenido una devolución improcedene se exigirán también intereses de demora, excepto en el caso de que regularice su situación tributaria y sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 27.2 LGT 2003 (presentación extemporánea de declaraciones sin requerimiento previo).









4. Los recargos por declaración extemporánea


 Son liquidados por los órganos de gestión, por lo que no forman parte del procedimiento de recaudación. Sin perjuicio de su regulación con mayor profundidad en el procedimiento de gestión, cabe decir aquí respecto de los mismos lo siguiente:


	
-  En materia de recargos por presentación de declaraciones extemporáneas sin requerimiento previo, la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal, introdujo como novedad la circunstancia de que tales recargos se vean reducidos en el 25% de su importe siempre que:
	
a)  Se realice el ingreso total del importe restante del recargo en los plazos del artículo 62.2 de la LGT 2003.

	
b)  Se realice el ingreso total del importe de la deuda resultante de la autoliquidación extemporánea o de la liquidación practicada por la Administración derivada de la declaración extemporánea al tiempo de su presentación o dentro de los plazos del artículo 62.2 de la LGT 2003 respectivamente.





	
-  Además, el mencionado precepto equipara al pago el hecho de que se ingrese la deuda en los plazos fijados en el acuerdo de aplazamiento o fraccionamiento que la Administración tributaria hubiera concedido a tal efecto, siempre que el mismo se hubiese garantizado con aval o certificado de seguro de caución y hubiese sido solicitado por el deudor al tiempo de presentar la autoliquidación extemporánea o dentro de los plazos del artículo 62.2 LGT 2003 abiertos con la notificación de la liquidación resultante de la declaración extemporánea. Se plantea la duda de si la reducción es procedente cuando el ingreso tiene lugar mientras el aplazamiento está siendo objeto de tramitación. Parece que debe resolverse en sentido negativo, puesto que en tal caso no habrá concesión sino archivo de la solicitud (por falta sobrevenida de objeto de la misma) y, en consecuencia, no existirán tampoco plazos subsiguientes para el ingreso de eventuales vencimientos aplazados o fraccionados. En igual sentido debe responderse cuando el ingreso tiene lugar durante el plazo de formalización de la garantía. Se trata, en cualquier caso, de criterios que, aun respondiendo a la literalidad de la norma, no resultan justos, puesto que hacen de peor condición a quien mejor cumple.

	
-  Otra cuestión que se plantea es si para acogerse a esta reducción del recargo, en los casos en que el importe de la deuda sea inferior a la cuantía establecida en la Orden HAP/2178/2015, de 9 de octubre, para gozar de la exención de constitución de garantía en aplazamientos y fraccionamientos de pago (30.000 euros), resulta necesario o no constituir dichas garantías. Aunque en principio pudiera resultar absurdo exigirlas, la Administración tributaria así lo sostenía hasta hace poco.



Estos mismos comentarios resultan aplicables de la reducción de la sanción prevista en el apartado 3 del artículo 188 de la LGT 2003, fruto también de la reforma introducida en él por la citada Ley 36/2006.

No obstante, la Resolución del TEAC de 29 de noviembre de 2012 considera que no se pierde el derecho a la reducción por pronto pago cuando el aplazamiento no va acompañado de garantía por gozarse, en virtud de su cuantía (no superior a 30.000 euros), de dispensa de la misma. Se trata de un criterio aplicable también al caso de dispensa de garantía por razón de la naturaleza pública del sujeto al que el aplazamiento o fraccionamiento va referido (Administraciones Públicas).

La Agencia Tributaria ha variado su criterio inicial para adaptarse al del TEAC.







5. Los recargos del período ejecutivo


 El régimen de recargos del periodo ejecutivo que incorpora la LGT pretende estimular el pronto pago de las deudas tributarias, una vez que éstas han entrado en periodo ejecutivo. Para ello se configura un sistema que reduce el coste del pago para el obligado conforme más tempranamente, dentro de dicho periodo, tenga lugar.

En cualquier caso, no se devengarán los recargos del periodo ejecutivo en el supuesto de deudas de titularidad de otros Estados o de entidades internacionales o supranacionales cuya actuación recaudatoria se realice en el marco de la asistencia mutua, salvo que la normativa sobre dicha asistencia establezca otra cosa (art. 28.6 LGT 2003).

Los recargos del periodo ejecutivo son tres: recargo ejecutivo, recargo de apremio reducido y recargo de apremio ordinario.

1.  Recargo ejecutivo

Es del 5% de la deuda no ingresada en periodo voluntario. Procede cuando la deuda se ingrese totalmente antes de la notificación de la providencia de apremio. Resulta conveniente tener en cuenta que para que proceda este recargo no es necesario que el mismo se ingrese antes de la notificación de la providencia de apremio, basta con que se ingrese la totalidad de la deuda no satisfecha en periodo voluntario antes de que se notifique la providencia de apremio. El recargo ejecutivo excluye la liquidación de intereses de demora. La denominación de recargo ejecutivo y no de recargo de apremio, como se venía haciendo hasta ahora, resulta más correcta desde el punto de vista técnico, dado que en este caso la deuda se satisface íntegramente antes de que se haya iniciado el procedimiento administrativo de apremio conducente a su recaudación. Tiene lugar, en definitiva, en periodo ejecutivo pero al margen (es decir, antes) del procedimiento de apremio.

Nada se dice, en cualquier caso, sobre que deba realizarse el pago de una sola vez. Así, por ejemplo, si al día siguiente de incurrir la deuda en periodo ejecutivo se abona un tercio de la misma y dos días más tarde los dos tercios restantes, resultará aplicable el recargo ejecutivo del 5% tanto como si la totalidad hubiera sido ingresada la primera vez.


Ejemplos:


1. Deuda cuyo periodo voluntario expira en marzo. El deudor se persona en abril en la oficina del órgano de recaudación y solicita carta de pago por el principal de la deuda. Se le expide. Una hora más tarde se presenta de nuevo en dicha oficina con la carta de pago debidamente validada. El recargo aplicable es el 5%.

2. Transcurrido el periodo voluntario de pago, el deudor ingresa la mitad de la deuda. Al día siguiente ingresa el resto de la misma. El recargo es del 5%, aunque proceda de dos ingresos, pues ambos han tenido lugar antes de la notificación de la providencia de apremio. El art. 28.2 LGT 2003 no exige que el ingreso se efectúe de una sola vez.



2.  Recargo de apremio reducido

Es del 10% de la deuda no ingresada en periodo voluntario. Procede cuando ésta se ingrese en su totalidad, junto con el correspondiente recargo de apremio reducido, en los plazos que establece el artículo 62.5 de la LGT 2003 para las deudas apremiadas. Al igual que en el caso anterior, no procederá tampoco la exigencia de intereses de demora en este supuesto. Sin embargo, a diferencia de aquél, en éste es necesario ingresar tanto el recargo del 10% como la deuda no satisfecha en periodo voluntario, en los plazos del art. 62.5 de la LGT 2003, para tener derecho al mismo. Si el ingreso tuviera lugar el mismo día de notificación de la providencia habría que analizar las respectivas horas de uno y otro hecho. Y en caso de duda optar, por prudencia, por considerar que la deuda más el recargo del 10% ha sido ingresada antes de la notificación de la providencia (en cuyo caso procedería devolver un 5% del recargo reducido de apremio).

3.  Recargo de apremio ordinario

Es del 20% de la deuda no ingresada en periodo voluntario. Se aplicará cuando no concurran las circunstancias que permiten aplicar cualquiera de los otros dos recargos. Este recargo sí resulta compatible con los intereses de demora devengados desde el inicio del periodo ejecutivo.

Gráficamente, el esquema de recargos del periodo ejecutivo es el siguiente:

[image: ]


ATENCIÓN Los recargos por declaración extemporánea con compatibles con los de periodo ejecutivo (art. 27.3 LGT 2003).




Ejemplo:


¿Qué ocurriría en el caso de presentación de la declaración de IRPF fuera de plazo con solicitud de pago aplazado e ingreso del 60%?

Al no haberse presentado la declaración en plazo no se puede acoger al beneficio de fraccionamiento previsto en el artículo 62.2 RIRPF 2007. La solicitud se tendría, pues, por no presentada.

Al ser una declaración extemporánea presentada dentro de los 3 meses siguientes al término del plazo voluntario se aplicará un recargo único del 5% sobre la totalidad de la cuota (art. 27.2 LGT 2003).

Por otra parte, en cuanto al 40% no ingresado, al no presentar solicitud de aplazamiento se aplicará (a partir del día siguiente a la presentación, en que se entiende nacido el periodo ejecutivo) además otro recargo del artículo 28 LGT 2003 del 5%.

Estos dos tipos de recargos (ambos del 5%) son, pues, compatibles.




Casuística:


Resulta procedente la liquidación del recargo de apremio correspondiente en función de la extemporaneidad de la declaración complementaria por el IVA asimilado a la importación. No enerva la imposición del recargo la falta de perjuicio económico para la Hacienda Pública (TEAC 24-3-2004).










Capítulo II Formas de extinción de la obligación tributaria






1. Introducción sobre las formas de pago


 Las formas o modos de extinción de la deuda tributaria están recogidos en el artículo 59 LGT 2003. Posteriormente, el artículo 32 del RGR 2005 (RD 939/2005, de 29 de julio, cuya entrada en vigor tiene lugar el día 1 de enero de 2006) reproduce la mención legal, con una redacción ligeramente diferente. Se trata de los siguientes: pago, prescripción, compensación, condonación, deducción sobre transferencias y restantes medios previstos en la normativa vigente, en especial en la aduanera.

El pago es el modo normal de extinción de las deudas tributarias y puede hacerse en efectivo, mediante el empleo de efectos timbrados (cuando así se establezca reglamentariamente) o en especie (siempre, en este último caso, que una ley lo disponga así expresamente). El primero y el tercero son modos válidos de pago tanto en periodo voluntario como ejecutivo. En cuanto a los efectos timbrados, su uso es reducidísimo. En la actualidad se satisfacen mediante ellos las deudas que se devengan por la realización de determinados negocios jurídicos (alquileres y libramiento de órdenes de pago) y ciertas tasas. La forma de pago consiste en redactar el negocio en el propio efecto, al tiempo de cuya adquisición se satisface el impuesto (timbre) a la expendeduría autorizada (estanco). Por tanto, el pago mediante efectos timbrados es incluso, materialmente, anterior a la realización del hecho imponible.

Desde otra perspectiva, puede hablarse también de pago por medios tradicionales y según los nuevos procedimientos que habilita la informática. A estos últimos se refiere el artículo 60.1.3º de la LGT 2003, al disponer que "La normativa regulará los requisitos y condiciones para que el pago pueda efectuarse utilizando técnicas y medios electrónicos, informáticos o telemáticos".

De acuerdo con el RGR, el pago puede hacerlo el propio obligado o cualquier otra persona. El pago por tercero es válido aunque el deudor lo desconozca. No obstante, el tercero que paga en sustitución del deudor no asume su posición en la relación jurídico-tributaria ni, en particular, adquiere sus derechos. Significa ello, por ejemplo, que no puede interponerse recurso contra la deuda ajena por el hecho de haberla pagado.

El pago sólo libera de la deuda cuando tiene lugar ante órgano competente para recibirlo o persona autorizada para ello.

En una economía monetaria como la nuestra, el pago en efectivo, entendido como monetario (contrapuesto, pues, al pago en especie) es la forma habitual de pago de las deudas y sanciones tributarias, y se sustenta en una red de entidades colaboradoras de la Hacienda Pública que hacen posible materialmente su realización.


ATENCIÓN La LGT incorpora la posibilidad de realizar el pago de las deudas por medios telemáticos (artículo 60.1.3º LGT 2003).










2. El pago en efectivo


 Los medios de pago en efectivo son los enumerados en el artículo 34 RGR 2005, que distingue entre dinero de curso legal y otros (cheque, tarjetas de crédito y débito, transferencia, domiciliación bancaria y otros). No obstante, las formas de ingreso, en la práctica, se comprenden mejor atendiendo al modo en que opera el ingreso en cada caso que conforme a la clasificación normativa. Sobre la base a este otro criterio, mucho más operativo, pueden distinguirse en el ámbito de la AEAT las siguientes formas de pago en efectivo.

a) Sistema habitual (presencial): Se halla regulado en la Orden EHA/2027/2007, de 28 de junio. Puede ser utilizado para el pago de las autoliquidaciones, liquidaciones practicadas por la Administración y tasas contempladas en los anexos de la Orden. Por la amplitud del contenido de dichos anexos, puede decirse que están prácticamente incluidas todas las deudas. Luego es verdaderamente el procedimiento general de pago, que puede ser utilizado en la práctica totalidad de los casos.


	
-  Autoliquidaciones: Son las incluidas en los anexos I y II de la Orden, tanto dentro como fuera de su periodo de presentación.Anexo I







	MODELO
	DENOMINACIÓN




	043
	TASA SOBRE EL JUEGO.-SALAS DE BINGO 



	044
	TASA SOBRE EL JUEGO-CASINOS 



	045
	TASA MÁQUINAS RECREATIVAS 



	100
	IRPF - DECLARACIÓN ANUAL/BORRADOR DEL IRPF 



	102
	IRPF - SEGUNDO PLAZO 



	108
	GRAVAMEN ÚNICO SOBRE REVALORZACIÓN DE ACTIVOS DE LA LEY 16/2012, PARA CONTRIBUYENTES DEL IRPF. AUTOLIQUIDACIÓN



	111
	IRPF RETENCIONES E INGRESOS A CUENTA. RENDIMIENTOS DEL TRABAJO. ACTIVIDADES ECONÓMICAS, PREMIOS Y DETERMINADAS GANANCIAS PATRIMONIALES E IMPUTACIONES DE RENTAS 



	130
	IRPF PAGO FRACCIONADO. ACTIVIDADES ECONÓMICAS EN ESTIMACIÓN DIRECTA 



	131
	IRPF PAGO FRACCIONADO. ACTIVIDADES ECONOMICAS EN ESTIMACIÓN OBJETIVA 



	136
	IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE LAS PERSONAS FÍSICAS E IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE NO RESIDENTES. GRAVAMEN ESPECIAL SOBRE LOS PREMIOS DE DETERMINADAS LOTERÍAS Y APUESTAS. AUTOLIQUIDACIÓN.



	150
	IRPF-RÉGIMEN ESPECIAL DE TRIBUTACIÓN POR EL IRNR. 



	151
	DECLARACIÓN DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE LAS PERSONAS FÍSICAS DEL RÉGIMEN ESPECIAL APLICABLE A LOS TRABAJADORES DESPLAZADOS A TERRITORIO ESPAÑOL. Vigente desde 1 de enero de 2015



	200
	IS. E IRNR. DECLARACION ANUAL 



	202
	IS. PAGO FRACCIONADO 



	206
	IMP. RENTA NO RESIDENTES (EST. PERMANENTE) 



	208
	GRAVAMEN ÚNICO SOBRE REVALORIZACIÓN DE ACTIVOS DE LA LEY 16/2012 PARA SUJETOS PASIVOS DEL IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES Y CONTRIBUYENTES DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE NO RESIDENTES CON ESTABLECIMIENTO PERMANENTE. AUTOLIQUIDACIÓN



	210
	IMP. RENTA NO RESIDENTES (SIN EST. PERMANENTE).- DECLA ORDINARIA 



	211
	IR NO RESIDENTES. RET. ADQ. DE INM. A NO RESIDENTES SIN EST. PERMANENTE 



	212
	IR NO RESIDENTES. RENTAS DER. DE TRANS. DE INMUEBLES 



	213
	GRAVAMEN ESPECIAL SOBRE INM. DE ENTIDADES NO RESIDENTES 



	214
	IP E IR NO RESIDENTES. DECLA. SIMPLIFICADA 



	215
	IR NO RESIDENTES SIN EST. PERMANENTE.- DECLA COLECTIVA 



	230
	IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE LAS PERSONAS FÍSICAS E IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE NO RESIDENTES: RETENCIONES E INGRESOS A CUENTA DEL GRAVAMEN ESPECIAL SOBRE LOS PREMIOS DE DETERMINADAS LOTERÍAS Y APUESTAS; IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES: RETENCIONES E INGRESOS A CUENTA SOBRE LOS PREMIOS DE DETERMINADAS LOTERÍAS Y APUESTAS. AUTOLIQUIDACIÓN



	250
	GRAVAMEN ESPECIAL SOBRE DIVIDENDOS Y RENTAS DE FUENTE EXTRANJERA DERIVADAS DE LA TRANSMISIÓN DE VALORES REPRESENTATIVOS DE LOS FONDOS PROPIOS DE ENTIDADES NO RESIDENTES EN TERRITORIO ESPAÑOL



	303
	IVA. AUTOLIQUIDACIÓN 



	309
	IVA DECL. LIQUID. NO PERIÓDICA 



	380
	IVA EN OPERAC. ASIMILADAS A IMPORTACIONES 



	381
	DECLARACIÓN-LIQUIDACIÓN PERIÓDICA DE LOS REGÍMENES ESPECIALES APLICABLES A LOS SERVICIOS DE TELECOMUNICACIONES, DE RADIODIFUSIÓN O DE TELEVISIÓN Y ELECTRÓNICOS EN EL IVA 



	410
	PAGO A CUENTA DEL IMPUESTO SOBRE LOS DEPÓSITOS EN LAS ENTIDADES DE CRÉDITO. AUTOLIQUIDACIÓN 



	411 
	IMPUESTO SOBRE LOS DEPÓSITOS EN LAS ENTIDADES DE CRÉDITO. AUTOLIQUIDACIÓN



	440
	IMPUESTO GRAL. DEL TRÁFICO DE EMPRESAS 



	576
	I.E. S/DETERMINADOS MEDIOS DE TRANSPORTE 



	568
	IMPUESTO ESPECIAL SOBRE DETERMINADOS MEDIOS DE TRANSPORTE. SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN POR REVENTA Y ENVÍO DE MEDIOS DE TRANSPORTE FUERA DEL TERRITORIO. (sólo en caso de autoliquidaciones complementarias) 



	595
	I.E. S/ EL CARBON 



	600
	TRANSMISIONES PATRIMONIALES 



	610
	ACT. JURID. RECIBOS NEGOCIADOS EE.CC. 



	615
	ITP Y AJD. DOCS. CON ACCIÓN CAMBIARIA O ENDOSABLES A LA ORDEN. 



	620
	COMPRA-VENTA VEHIC. USADOS ENTRE PARTIC. 



	630
	ACTOS JURÍDICOS DOCUMENTADOS 



	650
	IMP. SUCESIONES Y DONACIONES. "MORTIS CAUSA" 



	651
	IMP. SUCESIONES Y DONACIONES. INTERVIVOS 



	655
	IMP. IMP. SUCESIONES Y DONACIONES. CONSOLIDACIÓN DEL DOMINIO POR EXTINCIÓN DEL USUFRUCTO



	681 
	TASA POR LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE GESTIÓN DE RESIDUOS RADIACTIVOS A QUE SE REFIERE EL APARTADO 3 DE LA DISPOSICIÓN ADICIONAL SEXTA DE LA LEY 54/1997



	682
	TASA POR LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE GESTIÓN DE RESIDUOS RADIACTIVOS A QUE SE REFIERE EL APARTADO 4 DE LA DISPOSICIÓN ADICIONAL SEXTA DE LA LEY 54/1997



	683
	TASA POR LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE GESTIÓN DE RESIDUOS RADIACTIVOS DERIVADOS DE LA FABRICACIÓN DE ELEMENTOS COMBUSTIBLES, INCLUIDO DESMANTELAMIENTO DE INSTALACIONES DE FABRICACIÓN.



	684
	TASA POR LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE GESTIÓN DE RESIDUOS RADIACTIVOS GENERADOS EN OTRAS INSTALACIONES.



	685
	TASA SOBRE APUESTAS Y COMBINACIONES ALEATORIAS, AUTOLIQUIDACIÓN.



	696
	TASA JUDICIAL 



	714
	IMPUESTO SOBRE EL PATRIMONIO. DECLARACIÓN Y DOCUMENTO DE INGRESO



	750
	DECLARACIÓN TRIBUTARIA ESPECIAL



	763
	AUTOLIQUIDACIÓN DEL IMPUESTO SOBRE ACTIVIDADES DE JUEGO EN LOS SUPUESTOS DE ACTIVIDADES ANUALES O PLURIANUALES.



	777
	DECLARACIONES-LIQUIDACIONES EXTEMPORÁNEAS Y COMPLEMENTARIAS. 





Anexo II







	MODELO
	DENOMINACIÓN




	115
	IRPF e IS. RETENCIONES POR RENDIMIENTOS DE ALQUILER DE INM. URBANOS. 



	117
	IRPF, IS e IRNR. RETENCIONES POR TRANSM. DE PARTICIPACIONES EN INSTITUCIONES DE INVERSIÓN COLECTIVA. 



	123
	RET. CAP. MOB. (EXCEPTO INT. E IMPLIC.) 



	124
	RET. CAP. MOB. REND. IMPLICITOS GRAL. 



	126
	RET. CAP. MOB. INTERESES 



	128
	IRPF, IS, RTOS. DEL CAPITAL MOBILIARIO DE OPERACIONES. DE CAPITALIZACIÓN Y CONTRATOS DE SEGURO DE VIDA E INVAL. 



	216
	IRPF RETENCIONES NO RESIDENTES SIN EST. PERMANENTE 



	220
	IS. REGIMEN GRUPOS FISCALES 



	222
	IS. PAGO FRACCIONADO GRUPOS FISCALES 



	353
	GRUPO DE ENTIDADES. MODELO AGREGADO. AUTOLIQUIDACIÓN MENSUAL.



	430
	IMPUESTO SOBRE LAS PRIMAS DE SEGUROS 



	559
	IMPUESTO SOBRE EL ALCOHOL Y BEBIDAS DERIVADAS. REGIMEN DE DESTILACIÓN ARTESANAL Y COSECHERO 



	560
	IMPUESTO ESPECIAL SOBRE LA ELECTRICIDAD 



	561
	IMPUESTO SOBRE LA CERVEZA 



	562
	IMPUESTO SOBRE PRODUCTOS INTERMEDIOS 



	563
	IMP.SOBRE EL ALCOHOL Y BEBIDAS DERIVADAS 



	564
	IMPUESTO SOBRE HIDROCARBUROS 



	566
	IMPUESTO SOBRE LAS LABORES DEL TABACO 



	569
	I.VENTAS MINORISTAS DE HIDROCARBUROS 



	581 
	IMPUESTO SOBRE HIDROCARBUROS 



	582 
	IMPUESTO SOBRE HIDROCARBUROS. REGULARIZACIÓN POR REEXPEDICIÓN DE PRODUCTOS A OTRA COMUNIDAD AUTÓNOMA



	583
	IMPUESTO SOBRE EL VALOR DE LA PRODUCCIÓN DE LA ENERGÍA ELÉCTRICA. AUTOLIQUIDACIÓN



	584 
	IMPUESTO SOBRE LA PRODUCCIÓN DE COMBUSTIBLE NUCLEAR GASTADO Y RESIDUOS RADIACTIVOS RESULTANTES DE LA GENERACIÓN DE ENERGÍA NUCLEOELÉCTRICA. AUTOLIQUIDACIÓN Y PAGOS FRACCIONADOS



	585 
	IMPUESTO SOBRE EL ALMACENAMIENTO DE COMBUSTIBLE NUCLEAR GASTADO Y RESIDUOS RADIACTIVOS EN INSTALACIONES CENTRALIZADAS. AUTOLIQUIDACIÓN Y PAGOS FRACCIONADOS 



	587
	DECLARACIÓN-LIQUIDACIÓN GASES FLUORADOS EFECTO INVERNADERO.



	588
	IMPUESTO SOBRE EL VALOR DE LA PRODUCCIÓN DE LA ENERGÍA ELÉCTRICA. AUTOLIQUIDACIÓN POR CESE DE ACTIVIDAD DE ENERO A OCTUBRE







	
-  Liquidaciones practicadas por la Administración: Son las incluidas en el Anexo III. La única condición para poder efectuar el ingreso es que el importe que se desee pagar coincida exactamente con el señalado en la liquidación.Anexo III







	MODELO
	DENOMINACIÓN




	002
	LIQUIDACIÓN AEAT: VOLUNTARIA Y EJECUTIVA.



	003
	DILIGENCIA DE EMBARGO DE CUENTAS ABIERTAS EN ENTIDADES DE CRÉDITO.



	004
	LIQUIDACIÓN AEAT: ACTAS DE INSPECCIÓN DE CONFORMIDAD.



	008
	DOCUMENTO DE INGRESO ASOCIADO A DILIGENCIAS DE EMBARGO.



	010
	LIQUIDACIÓN AEAT: INGRESOS PARCIALES O FUERA DE PLAZO.



	012
	LIQUIDACIÓN DELEGACIÓN DE ECONOMÍA Y HACIENDA.



	031
	LIQUIDACIÓN AEAT: DEUDAS DE COMERCIO EXTERIOR.



	032
	LIQUIDACIÓN TRIBUTOS DEVENGADOS A LA IMPORTACIÓN Y GESTIONADOS POR LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA CANARIA



	060
	LIQUIDACIÓN DELEGACIÓN DE ECONOMÍA Y HACIENDA: INGRESOS EN LA CAJA GENERAL DE DEPÓSITOS.



	061
	LIQUIDACIÓN DELEGACIÓN DE ECONOMÍA Y HACIENDA: CUOTAS DE DERECHOS PASIVOS.



	069
	LIQUIDACIÓN DELEGACIÓN DE ECONOMÍA Y HACIENDA: OTROS INGRESOS NO TRIBUTARIOS.







	
-  Tasas: Tanto las aplicables al presupuesto del Estado (Anexo IV) como las aplicables a los presupuestos de los organismos públicos del Estado (Anexo V).Anexo IV







	MODELO
	DENOMINACIÓN




	790
	TASAS QUE CONSTITUYEN RECURSOS DEL PRESUPUESTO DEL ESTADO. AUTOLIQUIDACIÓN POR EL SUJETO PASIVO.



	990
	TASAS QUE CONSTITUYEN RECURSOS DEL PRESUPUESTO DEL ESTADO. LIQUIDACIÓN POR LA ADMINISTRACIÓN.





Anexo V







	MODELO
	DENOMINACIÓN




	791
	TASAS QUE CONSTITUYEN RECURSOS DE ORGANISMOS PÚBLICOS. AUTOLIQUIDACIÓN POR EL SUJETO PASIVO.



	991
	TASAS QUE CONSTITUYEN RECURSOS DE ORGANISMOS PÚBLICOS. LIQUIDACIÓN POR EL ORGANISMO.









La deuda va acompañada de un documento de pago anexo del cual la entidad retiene dos copias (la propia y la de la Hacienda Pública), devolviendo al obligado al pago la suya debidamente validada. La validación (mecánica o manual) sirve de justificante de pago. Si es mecánica deberá incorporar la fecha de ingreso, el importe de la operación, la clave de la entidad y la oficina receptora. Si es manual, sus menciones serán: fecha del ingreso, claves de entidad y oficina receptora y sello de la entidad.

El importe de la deuda queda residenciado directamente en la cuenta restringida de recaudación de tributos de la entidad. Existen varias por entidad, todas ellas de ámbito nacional y abiertas en la oficina que cada entidad designe. Se denominan cuentas restringidas porque sus movimientos de salida de fondos están restringidos. Salvo excepciones tasadas, el dinero sólo puede salir de ellas con destino a las cuentas del Tesoro Público en el Banco de España. Salvo circunstancias excepcionales tasadas (en que podrá haber un diferimiento máximo de dos días hábiles), el ingreso en la cuenta restringida debe hacerse el mismo día de la recepción del ingreso del obligado al pago. Posteriormente, con la periodicidad establecida, cada entidad debe ingresar, de manera centralizada, el saldo de todas sus cuentas restringidas en la cuenta de la AEAT en el Banco de España. El Real Decreto 960/2013, de 5 de diciembre (B.O.E. núm. 292, del 6), entre otras materias tributarias, ha modificado los plazos de ingreso de las entidades colaboradoras en el Tesoro Público, con la intención, manifestada expresamente en su Preámbulo de "mejorar la coordinación entre las fechas en las que, por un parte, se reciben tales fondos (por el Tesoro) y aquellas en las que el Tesoro ha de atender sus pagos". De conformidad con esta idea, se modifican los arts. 19.3 y 29.1 del Reglamento General de Recaudación. En virtud de la primera modificación, las entidades colaboradoras están obligadas a admitir ingresos todos los días laborables para las mismas, durante el horario de caja. No obstante, se faculta la posibilidad de restringir la admisión de ingresos a un número de horas inferior, siempre dentro del citado horario de caja. El ingreso en la cuenta restringida del Tesoro en la oficina debe tener lugar seguidamente a la recepción del ingreso en dicha oficina. Comparando esta regulación con la anteriormente vigente se comprueba que la modificación ha consistido en la adición de un párrafo 2º al anteriormente único párrafo del precepto -que pasa a ser ahora, en consecuencia, el párrafo 1º-. El párrafo añadido faculta para restringir la zona horaria de recepción de ingresos, dentro del horario diario de caja. Se consagra así una práctica que ya venía realizándose por las entidades de crédito, en especial con ingresos de quienes no son clientes, que suelen limitarse a un horario mínimo, determinados días a la semana. La nueva regulación, en cualquier caso, parece exigir una zona mínima "diaria" de admisión de ingresos Así, por ejemplo, admitir ingresos de lunes a viernes, de 8 a 8:30 h, sería acorde con la nueva regulación del art. 19.3 RGR, pero limitar la admisión, de 8 a 8:30 h, sólo los martes y jueves, no.

En virtud de la segunda modificación, las fechas de ingreso de las entidades colaboradoras en el Tesoro pasan a ser las siguientes: a) El día 18 de cada mes, para la totalidad de lo recaudado durante la quincena que finalice el día 5 del mismo mes; b) El penúltimo día hábil del mes para la totalidad de lo recaudado durante la quincena que finalice el día 20 de dicho mes. Al igual que hasta ahora, si el día de finalización de la quincena es inhábil, se entiende que ésta finaliza el inmediato hábil posterior. A efectos de días inhábiles -tanto para conclusión de quincenas como para ingreso-, además de los sábados (como hasta ahora) se consideran inhábiles también los domingos (obvio) y festivos, aunque estos últimos son únicamente los que tengan tal consideración (festividad nacional, autonómica o local) en el municipio donde esté ubicada la oficina "central" de la entidad de crédito que debe hacer la transferencia a la cuenta del Tesoro. Se incorpora también una previsión operativa: en el supuesto de que el sistema automatizado de transferencia urgente para la liquidación bruta en tiempo real permanezca cerrado el día en que debiera hacerse el ingreso, de acuerdo con las indicadas reglas, el ingreso se realizará el día hábil inmediatamente posterior.

Las modificaciones indicadas (arts. 19.3 y 29.1 RGR) resultan aplicables, por primera vez, a los ingresos vinculados a la primera quincena que finalice en 2014, es decir, a la quincena que concluye el día 5 de enero de 2014, que debe ser ingresada el 18 del mismo mes. Como el 18 es sábado, el ingreso deberá tener lugar realmente el posterior día 20. Abarcará, además, los ingresos realizados hasta el día 7 de enero de 2014, puesto que el 5 es domingo y el 6 festivo nacional. 

Mediante orden ministerial podrán establecerse plazos de ingreso del saldo de las cuentas restringidas diferentes de los indicados, respecto de aquellas autoliquidaciones recaudadas cuya periodicidad sea mensual o trimestral y cuyo vencimiento de pago sea posterior al día 20 del mes inmediato hábil posterior. Es decir, en relación con las autoliquidaciones de IVA de los sujetos incluidos en el sistema SII de Suministro Inmediato de Información (grandes empresas, régimen de devolución mensual, grupos de entidades y demás que decidan acogerse al mismo) (art. 29.2 RGR).

Algunas precisiones adicionales de este sistema son las siguientes:


	
1.  El pago puede tener lugar en cualquier entidad de crédito (banco, caja de ahorros o cooperativa de crédito).

	
2.  No es necesario mantener cuenta abierta ni, en general, posiciones activas, en la entidad u oficina escogida.

	
3.  Si no se mantienen tales posiciones activas el pago deberá hacerse, forzosamente, mediante entrega de dinero de curso legal (billetes y/o moneda fraccionaria). En caso contrario puede aceptarse cualquier contrapartida para el ingreso en la cuenta restringida (transferencia a una cuenta de la entidad con cargo a otra del obligado al pago, expedición de un cheque a favor de la entidad, etc.). No puede por ello considerarse que se trate de un sistema de pago mediante uso de dinero de curso legal exclusivamente, aunque así será en una elevada proporción de los casos.

	
4.  Mediante este sistema pueden incluso practicarse abonos parciales de deudas, siempre que, previamente, se haya obtenido carta de pago en la Delegación o Administración correspondiente de la AEAT por el importe que se desee hacer efectivo.

	
5. El efecto liberatorio del pago se producirá, en los casos de validación mecánica, en función del importe, la fecha y la naturaleza de la operación consignados por la entidad colaboradora en el documento. En los supuestos de validación manual, en función de los datos que figuren en el documento y de la fecha de la operación consignada por la entidad colaboradora para dicha validación. En los casos en que el obligado hubiera realizado el pago mediante cargo en cuenta, carecerá de efectos liberatorios frente a la AEAT la fecha en que la entidad valore contablemente la operación en la cuenta en la que adeude el importe del ingreso.

	
6. En cada entidad existirán cinco cuentas restringidas, una por cada uno de los Anexos I a V de la Orden.

	
7. También pueden practicarse a través del sistema de entidades colaboradoras determinadas devoluciones. Son las recogidas en el Anexo VI.Anexo VI







	Modelo
	Denominación




	100
	Devolución IRPF ordinario y borrador



	150
	Devolución IRPF régimen especial aplicable a los trabajadores desplazados a territorio español



	151
	Declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. Régimen especial aplicable a los trabajadores desplazados a territorio español



	200
	Devolución Impuesto sobre Sociedades.



	206
	Devolución Impuesto Renta no Residentes (establecimiento permanente)



	303
	Devolución IVA. Autoliquidación



	308
	Devolución IVA Régimen especial recargo de equivalencia, art. 30 bis RIVA y sujetos pasivos ocasionales



	695 
	Tasa por el ejercicio de la potestad jurisdiccional en los órdenes civil, contencioso-administrativo y social. Solicitud de devolución por solución extrajudicial del litigio y por acumulación de procesos.









Lo relevante de este sistema presencial es que el obligado al pago comparece en la sucursal escogida con la carta de pago y abona exactamente su importe.

b) Otros medios: El uso de cada uno de ellos está supeditado, señala el RGR, a lo que en cada momento disponga la normativa aplicable:

b.1) Cheque: Se regula en el artículo 35 RGR 2005, que comienza señalando que es un medio de pago válido cuando éste deba efectuarse a través de entidades de crédito que presten el servicio de caja. En la actualidad, sin embargo, tales entidades no existen, pues el servicio que prestaban fue suprimido con efectos desde 1 de enero de 2004 (como recuerda en su preámbulo, para general conocimiento, la Orden EHA/2027/2007, de 28 de junio). A esta razón obedece que haya habido que permitir el ingreso de las autoliquidaciones en entidades colaboradas con independencia de que se hallen o no en plazo (anteriormente, las segundas se ingresaban en dichas entidades de servicio de caja). El cheque debe ser nominativo a favor del Tesoro Público y cruzado. La práctica de cruce del cheque, también conocida como "barrado", determina que no pueda ser cobrado en mano sino mediante ingreso en cuenta. También debe ser conformado o certificado por la entidad librada. La conformación garantiza que en caso de impago responde de su importe la entidad. Cada vez en mayor medida, los cheques conformados (librados contra la cuenta del deudor) se sustituyen por cheques bancarios, librados directamente contra una cuenta de la propia entidad (que a cambio de su emisión carga su importe al deudor). La justificación del ingreso se efectúa mediante validación del documento de pago, en los mismos términos que en caso de entidades colaboradoras. En la actualidad, el pago mediante cheque se da, por ejemplo, en aquellos casos en que el órgano de recaudación comparece en el momento de la compraventa notarial. Contra la recepción del importe del embargo que recae sobre el bien que pretende transmitirse (incorporado al cheque), dicho embargo queda levantado. De este modo, el adquirente del deudor puede comprar sin carga y la venta se configura como una posible vía para el pago de la deuda. El cheque -que es expedido, pues, por la entidad bancaria del comprador-, se ingresa a continuación en la cuenta de transferencias.

b.2) Pago a través de la oficina virtual de la AEAT (www.agenciatributaria.es): Resulta aplicable en los supuestos contemplados en la Resolución de 3 de junio de 2009, de la Dirección General de la AEAT (BOE del 25). Puede hacerse mediante cargo en cuenta directo o a través de tarjeta de crédito o débito (art. 36 RGR 2005), en cuyo caso el cargo es indirecto. Se pueden pagar de esta forma virtual:


	
-  Autoliquidaciones.

	
-  Liquidaciones practicadas por la Administración, excepto las diligencias de embargo (modelo 003).

	
-  Tasas que constituyan recursos del presupuesto del Estado o de los presupuestos de los organismos públicos estatales. En este caso, el pago virtual debe haber sido previamente aprobado, con carácter general, por el departamento ministerial u organismo público correspondiente gestor de la tasa.



Los requisitos que debe cumplir el obligado al pago son:


	
-  Disponer de un certificado de usuario correspondiente a un sistema de firma electrónica.

	
-  Poseer la titularidad de una cuenta abierta en una entidad de crédito adherida al sistema, en la cual se producirá el cargo (no basta con ser autorizado, pero nada se indica respecto de la cotitularidad).

	
-  Ser titular de la tarjeta y que ésta haya sido emitida por la misma entidad en la que se efectúe el pago.



En cuanto a la entidades adheridas, prácticamente todas las de crédito que operan en territorio español se han acogido a la modalidad de cargo en cuenta; muchas menos, sin embargo, al de cargo a través de tarjeta. La relación de entidades adheridas la ofrece la propia página web de la AEAT, cuando se accede a este sistema de pago.

El pago puede hacerlo el propio obligado al pago, un tercero (con cargo a cuenta de su propia titularidad o del deudor) o el apoderado del obligado al pago, siempre, en este último caso, que su apoderamiento figure en el registro electrónico de éstos (dicho registro se rige por la Resolución 18-1-2005) y se trate del pago mediante cargo en cuenta.

El cargo en cuenta es en tiempo real, y una vez efectuado permite obtener un recibo NRC, que sirve de justificante de pago. Tratándose de autoliquidaciones, el NRC generado sirve para la presentación telemática de ésta, si bien nadie más que el propio obligado puede presentar la autoliquidación (aunque el pago lo efectúe un tercero). Las funcionalidades del NRC se regulan en el art. 4 de la Orden EHA/2027/2007.

b.3) Transferencia bancaria (art. 37 RGR 2005): Se rige por la Resolución de 18 de enero de 2021 de la Dirección General de la Agencia Tributaria. Es un sistema aplicable únicamente cuando no se dispone de cuenta abierta en ninguna entidad colaboradora (porque se es extranjero, no residente o cualquier otra circunstancia). De momento, convive con el sistema habilitado para el ingreso del modelo 210 (IRNR sin establecimiento permanente) que contempla la Orden EHA/3316/2010, de 17 de diciembre.

La transferencia se efectúa a través de la sede electrónica de la AEAT, que elige aleatoriamente la entidad destinataria de la transferencia (una de las entidades colaboradoras). Dicha entidad la transferirá, a su vez, de su cuenta de transferencias a la cuenta restringida para la recaudación de tributos.

A través de ese sistema de transferencia pueden pagarse:

* Autoliquidaciones

Solamente de aquellas que pueden ser presentadas telemáticamente y, además, vayan referidas a devengos desde 2019 en adelante.

Quedan excluidos, en todo caso, los casos siguientes:


	
a)  Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte. Declaración-liquidación (modelo 576).

	
b)  Tasa por la gestión administrativa del juego (modelo 602). 

	
c)  Impuesto sobre las Transacciones Financieras, cuando el ingreso sea realizado por el depositario central de valores. 

	
d)  Tasa por el Ejercicio de la Potestad Jurisdiccional en los Órdenes Civil y Contencioso-Administrativo (modelo 696). 

	
e)  Autoliquidación de intereses de demora y recargos para la regularización voluntaria prevista en el artículo 252 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (modelo 770). 

	
f)  Autoliquidación de cuotas de conceptos y ejercicios sin modelo disponible en la Sede electrónica de la Agencia Tributaria para la regularización voluntaria prevista en el artículo 252 de la Ley General Tributaria (modelo 771). 

	
g)  Tasas que constituyen recursos del presupuesto de los Organismos Públicos (modelos 791 y 991), cuyo ingreso mediante transferencia bancaria deberá realizarse de acuerdo con lo establecido en la Orden Ministerial de 4 de junio de 1998, por la que se regulan determinados aspectos de la gestión recaudatoria de las tasas que constituyen derechos de la Hacienda Pública.



* Liquidaciones practicas por la Administración

Todas, excepto las siguientes:


	
a)  Diligencias de embargo de cuentas abiertas en entidades de crédito (modelo 003).

	
b)  Liquidaciones de las Delegaciones de Hacienda: Ingresos en la Caja General de Depósitos (modelo 060).

	
c)  Liquidaciones de las Delegaciones de Hacienda: Cuotas de Derechos pasivos (modelo 061). 

	
d)  Liquidaciones de las Delegaciones de Hacienda: Otros ingresos no tributarios. (modelo 069). 



Para poder operar es necesario obtener un identificador de pago, que tiene validez por treinta días naturales.

Este sistema está operativo desde 15 de marzo de 2021.

Es importante recalcar que si la cuenta del deudor (la ordenante) está abierta en alguna entidad colaboradora el sistema no resulta aplicable. 

b.4) Domiciliación bancaria (art. 38 RGR 2005): Se regula en la Orden EHA/1658/2009, de 12 de junio (BOE del 23), cuya redacción actual es la que l e confiere la Orden HAC/350/2019, de 5 de marzo (BOE del 28). Es apliable a:


	
–  Aplazamientos y fraccionamientos de pago: Es obligatoria, tanto para los concedidos por la  AEAT como para los que concedan las Delegaciones de Economía y Hacienda. El cargo tendrá lugar en la cuenta los días 5 y 20.

	
–  Autoliquidaciones: Es optativa, aunque la domiciliación exige la presentación de las mismas por vía telemática (aun cuando no se esté obligado a hacerlo) a través de la sede electrónica de la AEAT. Resulta aplicable, en cualquier caso, sólo a los siguientes modelos: 100, 102, 111, 115, 117, 123, 124, 126, 128, 130, 131, 136, 200, 202, 206, 210, 213, 216, 220, 222, 230, 303, 310, 311, 353, 370, 371, 430, 560, 561, 562, 563, 564, 566, 581, 582, 595 y 714. 

	
–  Segundo plazo del IRPF fraccionado: También es optativo. En este caso no es obligatorio el pago telemático.



Los obligados del art. 35.4 LGT 2003 podrán domiciliar el pago (tanto de autoliquidaciones como de aplazamientos y fraccionamientos de pago) siempre que lo contemple el contrato de apertura de la cuenta en la que pretenda hacerse efectiva la domiciliación y la misma reúna, además, los requisitos exigibles en los demás casos, en particular, el de titularidad.

La cuenta designada deberá ser titularidad del obligado al pago (no basta con ser mero autorizado, aunque cabe la cotitularidad) y a la vista o libreta de ahorros, así como hallarse abierta en entidad de crédito adherida al sistema de entidades colaboradoras en la gestión recaudatoria.

En todo caso, el titular deberá estar identificado en la cuenta mediante un número proporcionado por la AEAT. No obstante, tratándose de la domiciliación de las declaraciones anuales de IRPF será suficiente con que la cuenta sea de titularidad de cualquiera de los declarantes. Por su parte, en los casos del IRNR, modelo 210, la cuenta deberá ser de la titularidad de la persona que realice la autoliquidación.

El justificante de pago será el recibo que la entidad emitirá y hará llegar al obligado al pago.

La domiciliación puede ser rectificada y revocada por el interesado, si bien la rectificación sólo podrá ir referida a la cuenta de cargo. La revocación cabe hacerla ante la AEAT (o la Delegación de Economía y Hacienda correspondiente) o ante la entidad de crédito. También cabe la rehabilitación de una orden de domiciliación previamente revocada.

El pago domiciliado ha de ser de la totalidad de la deuda, sin que quepa, por ejemplo, solicitar el aplazamiento de una parte de la misma y domiciliar el resto.

Cuando no se produjese el cargo en la cuenta de los importes domiciliados, aún por causa no imputable a los obligados, éstos no quedarán liberados frente a la AEAT de la obligación de ingresar el importe de la deuda domiciliada. Se considerará, en cualquier caso, que la falta de pago no les resulta imputable en caso de que concurran, simultáneamente, las siguietnes causas: a) La domiciliación se hubiera efectuado correctamente; b) La cuenta designada sea de la titularidad del obligado; c) En dicha cuenta existiera, el día del vencimiento, saldo disponible para attender íntegramente la domiciliación; d) No se hubiera revocado la orden de domiciliación por el obligado.

b.5) Pago telefónico de deudas a través de la AEAT: Pueden utilizarlo los deudores (no sus representantes ni, en general, los terceros). Para ello es necesario ponerse en contacto con el CAT (Centro de Asistencia Telefónica; teléfono 901 200 345), que ordenará el cargo en la cuenta designada por el deudor. El justificante de pago le llegará a éste a su domicilio fiscal o, si así lo indica expresamente, mediante SMS en el que constará un CSV (Código Seguro de Verificación).

b.6) Pago mediante Cl@ve PIN: Se regula por la Resolución de 14 de julio de 2015, del Departamento de Recaudación (BOE núm. 176, del 24), y va referido exclusivamente a las siguientes liquidaciones practidadas por la administración tributaria: 

Modelo 002: Voluntaria y ejecutiva

Modelo 004: Actas de inspección en conformidad

Modelo 008: Documento de ingreso asociado a diligencias de embargo.

Modelo 010: Ingresos parciales o fuera de plazo

Modelo 031: Deudas de comercio exterior

Modelo 032: Liquidación régimen económico-fiscal de Canarias

Modelo 060: Ingresos en la Caja General de Depósitos

Modelo 061: Cuota de derechos pasivos

Modelo 069: Otros ingresos son tributarios

También cabe pagar mediante Cl@ave PIN todos los modelos de la oficina virtual, que aquí no requieren de un sistema de firma electrónica avanzada.  

b.7) Cualesquiera otros que se autoricen por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.

No debe, en cualquier caso, confundirse el cargo en cuenta de la carta de pago (sistema presencial) con el sistema de cargo en cuenta por los medios alternativos al pago presencial (los demás). El primero tiene lugar entre el deudor y la entidad, sin concurso de la AEAT, que sí interviene en los segundos.

En cuanto al pago en efectivo de las deudas no tributarias, se efectuará por los medios que autorice su propia normativa, y, a falta de éstos, por los medios citados anteriormente, excepto los definidos en las letras b), c) y d), que requieren regulación expresa.







3. El pago en especie


 La LGT establece la posibilidad de que las deudas tributarias se paguen en especie cuando una ley (no necesariamente tributaria) lo disponga expresamente, si bien no indica los tipos de bienes que pueden ser utilizados a tal efecto. Por su parte, la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, prevé que las deudas tributarias se paguen mediante la entrega de bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español. Así, en su artículo 73 se dice que "El pago de las deudas tributarias podrá efectuarse mediante la entrega de bienes que formen parte del Patrimonio Histórico Español, que estén inscritos en el Registro General de Bienes de Interés Cultural o incluidos en el Inventario General, en los términos y condiciones previstos reglamentariamente". Por tanto, todas las deudas tributarias pueden, en principio, ser satisfechas en especie, aunque su norma tributaria específicamente reguladora no lo prevea; incluso, si dicha norma específica que silencia la cuestión es posterior a la LGT, como sucede, por ejemplo, en el ámbito del IRPF o del Impuesto sobre Sociedades. El pago puede ir, además, referido tanto a deudas tributarias como a sanciones tributarias, en el segundo caso por aplicación del art. 190.2 de la LGT 2003, en la medida en que el pago en especie de deudas se contiene en el art. 60 LGT 2003, ubicado, pues, en el Capítulo IV del Título II de la citada LGT, al cual se remite el mencionado art. 190.2 LGT 2003.

El Real Decreto-ley 3/2016, de 2 de diciembre, por el que se adoptan medidas en el ámbito tributario dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas y otras medidas urgentes en materia social (B.O.E. núm. 292, del 3), ha dado nueva redacción el art. 60.2 de la LGT. En la práctica, la modificación ha supuesto sólo la adición de un párrafo 2º al anteriormente único párrafo del precepto (que ahora pasa, consecuentemente, a ser el art. 60.2.1º). Por virtud del mismo, no cabe, en cualquier caso, el pago en especie en relación con las deudas cuyo aplazamiento o fraccionamiento, de acuerdo con el art. 65.2 de la misma LGT, sea inadmisible. Esta previsión se aplicará a las solicitudes de pago en especie que se formulen a partir de 1 de enero de 2017.

El pago de deudas y sanciones tributarias en especie es una medida de fomento que pretende facilitar el acceso público a la titularidad de bienes del Patrimonio Histórico Español (SAN de 10-5-2006). En la medida en que cabe el pago por tercero, los bienes que se entreguen para el pago podrán pertenecer al obligado al pago o a un tercero, con el único requisito del compromiso irrevocable de entrega.

La remisión reglamentaria del art. 73 de la Ley 16/1985 debe entenderse hecha al RGR, según el cual (art. 40 RGR 2005) el deudor que pretenda utilizar este medio de pago deberá solicitarlo al órgano de recaudación competente, acompañando a la solicitud la valoración de los bienes y un informe sobre el interés de aceptar esta forma de pago, emitido por el órgano competente del Ministerio Cultura o por el órgano competente determinado por la normativa que autorice el pago en especie, o en su defecto, el justificante de haberlo solicitado. De no acompañarse tales documentos, el órgano competente para la tramitación requerirá al solicitante para que en el plazo de diez días los aporte, con la advertencia de que si así no lo hace se le tendrá por desistido de su solicitud, la cual se archivará sin más trámite.

En cuanto a los efectos de la solicitud, el RGR distingue según que ésta se haya presentado en periodo voluntario o ejecutivo. En el primer caso impedirá el inicio del periodo ejecutivo, pero no el devengo del interés de demora que corresponda. En el segundo, en el que la solicitud podrá formularse hasta el momento en que se acuerde la enajenación de los bienes embargados, ésta no tendrá efectos suspensivos, sin perjuicio de la posibilidad de suspender las actuaciones de enajenación de los bienes embargados en tanto no se dicte la resolución correspondiente.

La resolución deberá ser adoptada por el Director del Departamento de Recaudación y notificarse en el plazo de seis meses, pudiendo los interesados en otro caso considerar desestimada su solicitud a efectos de interponer frente a la denegación presunta el correspondiente recurso o esperar a la resolución expresa. En la actualidad la competencia resolutoria del Director del Departamento se encuentra delegada en el Subdirector General de Procedimientos Especiales.

El acuerdo, aceptando o no los bienes ofrecidos en pago de la deuda, habrá de ser motivado y del mismo deberá entregarse copia al Ministerio de Cultura o al que corresponda en función del tipo de bien, así como a la Dirección General del Patrimonio del Estado (Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas).

En cuanto al sentido de la resolución, si es favorable, su eficacia quedará condicionada a la entrega o puesta a disposición de los bienes ofrecidos, que deberá tener lugar en el plazo de los diez días siguientes a la notificación del acuerdo. En este caso se devengarán intereses de demora desde el fin del período voluntario hasta que los bienes se hayan entregado o hayan sido puestos a disposición de la Administración con conocimiento de ésta. En otro caso quedará sin efecto el acuerdo de aceptación, produciéndose las consecuencias mencionadas en el apartado 7 del artículo 40 RGR 2005.

Si, por el contrario, la resolución dictada fuese denegatoria se producirían los efectos recogidos en el apartado 6 del mencionado artículo 40 RGR 2005.

La aceptación o no de esta forma de pago es, en cada caso concreto, potestad discrecional de la Administración tributaria, que deberá, no obstante, motivar adecuadamente la eventual denegación. De acuerdo con la SAN de 7 de marzo de 2002, es motivación suficiente de la denegación invocar la primacía del interés de la Administración en la reducción del déficit público mediante el pago de deuda en efectivo.

Procederá la inadmisión de la solicitud en los siguientes casos (arts. 40.2 RGR 2005):


	
a)  Cuando a la misma no se acompañe la documentación acreditativa de la inscripción de los bienes en el Registro General de Bienes de Interés Cultural o de su inclusión en el Inventario General y se considere que el bien ofrecido, por su propia naturaleza, no comporta las características más básicas para poder formar parte del PHE. En tales casos la solicitud se calificará de manifiestamente carente de fundamento.

	
b)  Cuando la deuda deba ser declarada mediante autoliquidación y ésta no haya sido objeto de presentación con anterioridad o conjuntamente con la solicitud de pago en especie. En este sentido, matiza el art. 40.3 RGR 2005 que no procederá emitir requerimiento de subsanación del defecto de falta de aportación de la autoliquidación sino, directamente, la inadmisión.

	
c)  Cuando la solicitud haya sido presentada habiéndose iniciado con anterioridad un procedimiento de inspección que hubiera quedado suspendido de acuerdo con lo previsto en el art. 150.3.a) de la LGT 2003, siempre que la solicitud de pago en especie se refiera a conceptos y periodos respecto de los que se haya remitido conocimiento a la jurisdicción competente o al Ministerio Fiscal. Si dichas circunstancias tienen lugar de forma sobrevenida, es decir, una vez admitida a trámite, la misma quedará sin efecto automáticamente.

	
d)  Cuando sea relativa a otras anteriores que hayan sido objeto de denegación, si la solicitud actual no contiene modificación sustancial respecto de aquéllas y, en particular, cuando tenga por finalidad dilatar, dificultar o impedir el desarrollo de la gestión recaudatoria. Se considerará que tienen dicha finalidad, entre otras, aquellas que ofrezcan los mismos bienes de solicitudes anteriores.La inadmisión determinará que la solicitud se tenga por no presentada a todos los efectos y frente a su acuerdo no cabe recurso o reclamación económico-administrativa. En el ámbito del Estado, procede acordarla al Director del Departamento de Recaudación de la Agencia Tributaria.

Copia del acuerdo de inadmisión también debe ser remitida al Ministerio de Cultura o equivalente y a la Dirección General del Patrimonio del Estado (art. 40.5), al igual que sucede con la aceptación o denegación.






Casuística:



	
-  Corresponde al Ministerio de Economía y Hacienda la competencia decisoria respecto del pago de la deuda tributaria mediante la entrega de bienes del Patrimonio Histórico al Ministerio, previo informe preceptivo pero no vinculante, tanto de la Junta de Calificación, Valoración y Exportación de Bienes del Patrimonio Histórico Español, como del Ministerio de Cultura (TEAC 29-4-2004).

	
-  El informe de la referida Junta puede no entrar a valorar los bienes ofrecidos y limitarse a denegar la aceptación del pago en especie, atendido el insuficiente interés para las colecciones del Estado de las obras ofrecidas. Aunque escueta, tal motivación es suficiente (SAN 04-02-2013).

	
- El pago en especie es una posibilidad que la que, discrecionalmente, puede servirse la Administración Tributaria, nunca una obligación para ella. No está obligada a aceptar, por tanto, esta modalidad de pago aun cuando el órgano competente del Ministerio de Cultura haya manifestado el especial interés cultural de los bienes ofrecidos  en pago. El elevado importe de la deuda y  la necesidad de aplicar con intensidad la política de reducción del déficit público son causas motivadas de la denegación (RTEAC de 17-12-2015, Rec. 2563/2014).





La forma de pago escogida afecta al modo en que debe ser presentada la declaración, cuando dicho modo sea electrónico. En este sentido, la Orden HAP/2194/2013, de 22 de noviembre (BOE del 26), contempla varios medios alternativos de presentación de las autoliquidaciones de los modelos mencionados en su art. 1.2 (100 / 111 / 113 / 115 / 117 / 123 / 124 / 126 / 128 / 130 / 131 / 136 / 151 / 200 / 202 / 216 / 220 / 222 / 230 / 303 / 308 / 309 / 322 / 341 / 353 / 411 / 430 / 568 / 576 / 587 / 588 / 681 / 682 / 683 / 684 / 685 y 714):


	
a)  Presentación electrónica por internet:
	
a.1)  A través de firma electrónica avanzada o de un sistema de identificación y autentificación, es decir, mediante certificado electrónico: Están obligados a esta forma de presentación las Administraciones Públicas, las grandes empresas, quienes liquiden IVA mensualmente, los sujetos del modelo 430 ("Primas de Seguros"), las personas físicas que presenten IRPF e IP, los obligados adscritos a la Delegación Central de Grandes Contribuyentes y las sociedades de capital (anónimas y de responsabilidad limitada). 

	
a.2)  Mediante el sistema de firma con clave de acceso en un registro previo como usuario (personas físicas no incluidas en a.1);

	
a.3)  Mediante la consignación del NIF (100 y 714).





	
b)  Presentación mediante papel impreso:
	
b.1)  Generado exclusivamente mediante la utilización del servicio de impresión desarrollado a  estos efectos por la AEAT en su sede electrónica (modelos 100/ 111 / 115 / 130 / 131 / 136/ 303 y 309);

	
b.2)  A través del programa de ayuda o mediante confirmación o suscripción del borrador de IRPF (modelo 100). 







El procedimiento general para la presentación electrónica por internet de las autoliquidaciones con resultado a ingresar, cuando el pago no se realice mediante domiciliación bancaria, viene recogido en el art. 7 de la Orden. El art. 8 regula este mismo procedimiento cuando el pago se realice mediante domiciliación bancaria. Por su parte, el art. 9 regula el procedimiento para la presentación electrónica de autoliquidaciones con resultado a ingresar con solicitud de aplazamiento o fraccionamiento, compensación o reconocimiento de deuda. Finalmente, el art. 10 regula el procedimiento electrónico de presentación de autoliquidaciones con solicitud de pago mediante entrega de bienes integrantes del Patrimonio Histórico Español, distinguiendo a tal efecto según que la solicitud vaya acompañada o no de pago parcial en efectivo.







4. El pago mediante efectos timbrados


 Tienen la condición de efectos timbrados (art. 39 RGR 2005):


	
a)  El papel timbrado común.

	
b)  El papel timbrado de pagos al Estado.

	
c)  Los documentos timbrados especiales.

	
d)  Los timbres móviles.

	
e)  Los aprobados por Orden del Ministro de Hacienda.



Añade el Reglamento que el empleo, forma, estampación, visado, inutilización, condiciones de canje y demás características de los efectos timbrados se regirán por las normas que regulan los tributos y demás recursos de Derecho Público que admiten dichos medios de pago, así como por las normas que se contengan en el Reglamento de Recaudación. En particular, resultan aplicables a los efectos timbrados determinados preceptos de la normativa reguladora del ITP y AJD. Del estudio de la misma se colige que el importe desembolsado por la adquisición de tales efectos no puede ser nunca, bajo ningún concepto, objeto de devolución. Por excepción, con motivo del cambio desde la peseta al euro, se previó un procedimiento específico para la redenominación de efectos timbrados consignados en una unidad de cuenta a otra que concluía el día 30 de junio de 2002. A partir de dicho momento, y durante 4 años, podía tener lugar la devolución del importe de los no presentados a redenominación (Orden de 11 de octubre de 2001, BOE núm. 254, del 23). En la actualidad, el derecho a obtener tales devoluciones se halla, en consecuencia, prescrito.








Capítulo III Aplazamiento y fraccionamiento del pago






Sección 1 Introducción y ámbito de aplicación del aplazamiento y fraccionamiento del pago


 Junto con la LGT (arts. 65 y 82 LGT 2003) y el RGR (arts. 44 a 54 RGR 2005), esta materia se rige, en el ámbito de la AEAT, por la Instrucción 1/2017, de 18 de enero, de la Directora del Departamento de Recaudación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, sobre gestión de aplazamientos y fraccionamientos de pago. Además, en la cuestión específica de las garantías, resulta aplicable también la Instrucción 4/2015, de 31 de julio, de la Dirección del Departamento de Recaudación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, sobre las garantías necesarias para la concesión de aplazamientos y fraccionamientos de pago, y para obtener la suspensión  de los actos administrativos objeto de recurso y reclamación.

Del ámbito de la Instrucción 1/2017, de 18 de diciembre, quedan excluidas: a) Las deudas aduaneras [pero no el IVA a la importación o los IIEE), aunque en algunas de ellas (las del art. 228 del Código Aduanero) tiene carácter supletorio], ex artículo 44 RGR 2005; b) La responsabilidad civil aneja al delito fiscal (delito contra la Hacienda Pública).

Respecto del apartado b), se trata de deudas con clave H, en sus tres modalidades: a) Subclave H00: "Responsabilidad civil derivada del delito, incluyendo intereses de demora y mora procesal"; b) Subclave H99: "Ingresos previos a la encomienda"; c) Subclave H88: "Multa". No se incluyen en la excepción (y, por tanto, se rigen por las normas de aplazamientos mencionadas) las liquidaciones tributarias vinculadas al delito (aquellas que se practican a pesar de la remisión del tanto de culpa a la vía penal), habilitadas por la Ley 34/2015 y que tienen en todo caso naturaleza tributaria, no judicial, como aquéllas. Este mismo criterio resulta aplicable a las deudas por delito de contrabando (excluidas) y a las liquidaciones tributarias vinculadas a delito de contrabando (incluidas). Así se desprende de la Instrucción 1/2016, de 2 de marzo, del Departamento de Recaudación de la A.E.A.T., sobre  gestión recaudatoria del delito fiscal y del delito de contrabando. 

1.  Ámbito objetivo de aplicación

Las deudas tributarias (incluidas las sanciones, aunque no formen parte de ellas), que se encuentren en periodo voluntario o ejecutivo de ingreso, podrán aplazarse o fraccionarse, previa solicitud del obligado al pago, siempre que la situación económico-financiera de éste le impida transitoriamente efectuar el pago de las mismas en los plazos establecidos para ello (art. 65.1 LGT 2003). La existencia de dificultades transitorias de tesorería constituye un requisito esencial para la concesión de un aplazamiento del pago de la deuda, no cabiendo, por tanto, si tales dificultades presentan carácter estructural o permanente, o, simplemente, no existen. La relevancia de este requisito es tal que incluso el artículo 46.3.c) RGR 2005 establece la necesidad de que a la solicitud de aplazamiento se acompañen los justificantes de la existencia de tales dificultades de tesorería que impidan de forma transitoria efectuar el pago en el plazo establecido.

En cualquier caso, no podrán ser objeto de aplazamiento o fraccionamiento:

1. Las deudas tributarias cuya exacción se realice por medio de efectos timbrados, en ningún caso (art. 65.2.1º LGT 2003). Esta exclusión se debe al propio sistema de pago de la deuda que se satisface mediante efectos timbrados (ya analizado), materialmente incompatible con toda idea de aplazamiento o fraccionamiento.

2. Aquellas que correspondan a obligaciones tributarias que deba cumplir el retenedor o el obligado a realizar ingresos a cuenta.

El artículo 65.2.2º de la LGT 2003 se refiere únicamente a retenciones e ingresos a cuenta, por lo que quedan fuera de la regla general de inaplazabilidad/fraccionabilidad los pagos fraccionados. En este sentido, no puede aplicarse analógicamente a éstos la regla de aquéllos, por cuanto que el artículo 37 LGT 2003, distingue claramente entre unos y otros (pagos fraccionados: apdo. 1; retenciones: apdo. 2; ingresos a cuenta: apdo. 3). Si los pagos fraccionados no han sido expresamente mencionados en dicho precepto, ello denota, pues, una voluntad no menos expresa de excluirlos del tratamiento de tal precepto. Así lo confirma, por demás, la Instrucción 1/2017, que contiene una regla específica para el aplazamiento y fraccionamiento del pago de los pagos fraccionados del IRPF (8ª.3.2).

La Resolución del TEAC de 27-02-2020, Rec. 3322/2018, dictada en unificación de criterio, establece que esta causa de inadmisibilidad sólo opera frente al retenedor. Si es el responsable, en el alcance de cuya responsabilidad se encuentran incluidas retenciones, quien solicita el aplazamiento o fraccionamiento, no cabe inadmitir (sino conceder o denegar). 

3. Las deudas que tengan la consideración de créditos contra la masa del concursado (deudas devengadas a partir de la fecha del auto judicial de declaración del concurso). Este supuesto ha sido incorporado por la Ley 7/2012, de 29 de octubre, y tiene por objeto evitar la postergación artificiosa del crédito público mediante la formulación de una solicitud de aplazamiento dilatoria. Hasta la entrada en vigor de esta reforma, tales solicitudes debían ser denegadas, ofreciéndose al solicitante, subsiguientemente, un nuevo periodo voluntario de pago. Durante el tiempo que empleaba la denegación, pues, el concursado podía satisfacer créditos que sólo desde una perspectiva formal eran preferentes al de la Administración tributaria.

La Instrucción 1/2017, de 18 de diciembre, desarrolla esta previsión legal, distinguiendo dos regímenes, según se trate de deudores en situación pre concursal o en concurso de acreedores:

3.a) Situación pre concursal.

En un contexto de situación preconcursal, si el deudor acredita la comunicación al juzgado del inicio de negociaciones para alcanzar un acuerdo de refinanciación, podrá solicitar aplazamientos y fraccionamientos de pago ante los órganos de recaudación de la AEAT, con las siguientes especialidades:


	
a) Se podrá solicitar aplazamiento y fraccionamiento de pago de las deudas que estuviesen pendientes de pago a la fecha en que el deudor acredite ante la AEAT haber comunicado al juzgado el inicio de negociaciones para alcanzar un acuerdo de refinanciación conforme al artículo 583 del TRL Concursal. 

	
b) Estas solicitudes se resolverán mediante la aplicación de los criterios generales salvo lo previsto en los apartados siguientes.

	
c) Si el deudor lo solicitase, el tiempo que medie entre la  presentación de la comunicación de inicio de negociaciones y  la formalización del acuerdo de refinanciación, se podrá establecer como periodo de carencia de pago en el acuerdo de aplazamiento y fraccionamiento que se dicte, con el máximo de tres meses contados desde la comunicación a juzgado.

	
d) La referencia temporal del acuerdo de aplazamiento y fraccionamiento se podrá ajustar a los términos del acuerdo de refinanciación, sin que sean de aplicación los plazos  máximos establecidos en los apartados anteriores de esta Instrucción, con el límite de 5 años, el cual no podrá superarse en ningún caso.

	
e) En el supuesto de que una vez realizada la comunicación de inicio de negociaciones o una vez homologado el acuerdo de refinanciación, el deudor presente una solicitud de reconsideración de un aplazamiento anterior, los términos del acuerdo de reconsideración también podrán ajustarse a las condiciones anteriormente señaladas.

	
f) Del mismo modo, si a la fecha de la comunicación de inicio de negociaciones o de la homologación judicial existiesen solicitudes de aplazamiento y fraccionamiento presentadas con anterioridad pendientes de resolver, su resolución, previa solicitud  del deudor, se podrá ajustar a las especialidades previstas en este apartado.

	
g) Si se declarase el concurso del deudor antes de que se hubiera dictado resolución, se acordará el archivo de la solicitud por pérdida sobrevenida del objeto.



3.b) Concurso de acreedores.

Para la satisfacción del crédito tributario con calificación de privilegiado, el acuerdo singular será el marco general de regulación de las condiciones dentro del proceso concursal. Subsidiariamente, se aplicarán las reglas que se recogen en las Instrucciones 1ª a 11ª de la Instrucción 1/2017, de 18 de enero. 

- Inaplazabilidad de créditos contra la masa.

En este sentido, el contenido de dicha disposición es claro y se traduce directamente en que no puede aplazarse deuda alguna que tenga la consideración de crédito contra la masa de acuerdo con la Ley Concursal. No obstante, surgen dudas respecto de esta  posibilidad cuando cesan los efectos del concurso como consecuencia  de la aprobación de un convenio de acreedores. 

La tramitación se ajustará a las siguientes pautas:


	
• Deudas devengadas tras la fecha del auto de declaración del concurso y antes de la fecha de eficacia del convenio.Estas deudas corresponden a créditos contra la masa de acuerdo con el artículo 84.2 LC y si se solicita su aplazamiento se ha de aplicar el artículo 65.2 LGT 2003, conforme al cual son inaplazables.

En consecuencia, deben inadmitirse todas las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento de deudas devengadas en el periodo que transcurre desde la fecha de declaración del concurso hasta la fecha de eficacia del convenio (fecha de  cese de efectos del concurso), con independencia de que tales solicitudes hayan sido presentadas antes o después de dicha fecha.



	
• Deudas devengadas tras la fecha de eficacia del convenio.Al efecto de su aplazamiento, las deudas devengadas tras la fecha de eficacia del convenio, en cuanto que son créditos nacidos después del cese de efectos del concurso, son aplazables como cualquier deuda tributaria si se cumplen los requisitos establecidos en la normativa tributaria. La tramitación y criterios de resolución de estas solicitudes de aplazamiento se ajustarán, en su integridad, a lo establecido en las Instrucciones 1ª a 11ª.

No obstante, se ha de tener en cuenta que, en los supuestos en que se abra la fase de liquidación por incumplimiento del convenio de acreedores, y puesto que esto determinará que se desplieguen de nuevo todos los efectos del concurso, todas las deudas devengadas desde la fecha del auto de declaración del concurso pasarán a tener la consideración de créditos contra la masa, por lo que resultarán inaplazables conforme a lo indicado en el apartado anterior.

Los aplazamientos o fraccionamientos de pago de estas deudas, que se hubieran concedido, deberán ser  cancelados atendiendo a la naturaleza inaplazable  sobrevenida de las deudas que son objeto de los mismos. Por este motivo, deberá incluirse una condición resolutoria en el acuerdo de aplazamiento o fraccionamiento de pago de estas deudas para que, de darse el caso de apertura de la fase de liquidación, se produzca la cancelación de dicho acuerdo.



	
• Tratamiento de las solicitudes de aplazamiento de deudas con naturaleza de créditos concursales.A este respecto, hay que distinguir tres supuestos:


	
a) Aplazamientos solicitados con anterioridad a la declaración de concurso pendientes de resolución.En estos casos se procederá a su archivo por pérdida sobrevenida del objeto del procedimiento en base al artículo 103.2 LGT 2003. Dicho archivo se comunicará al concursado.



	
b) Aplazamientos de créditos concursales solicitados con posterioridad al auto de declaración de concurso.En estos casos se inadmitirá la solicitud de aplazamiento. En la medida que el pago de los créditos tributarios queda sometido al proceso judicial en virtud de la declaración de concurso, una petición de aplazamiento carece manifiestamente de fundamento. Por tanto, dicha solicitud carece, desde el inicio, de objeto.

En este sentido, el artículo 88.5 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas permite  que se dicte resolución de inadmisión de solicitudes "manifiestamente carentes de fundamento".

Contra esta actuación, que deberá notificarse debidamente, se iniciará la posibilidad de plantear los recursos procedentes.



	
c) Aplazamientos de créditos concursales privilegiados solicitados con posterioridad a la fecha de eficacia del convenio.El cese de efectos del concurso provocado por la eficacia del convenio determinada la exigibilidad inmediata del pago de los créditos privilegiados no sometidos al mismo, respeto de los cuales, en esta nueva situación concursal, se denegará su aplazamiento (teniendo en cuenta que como alternativa a su exigencia inmediata  el acuerdo singular será el marco general en que se establezcan las condiciones para la satisfacción de los créditos privilegiados).









4. Las resultantes de la ejecución de decisiones de recuperación de ayudas de Estado. Este último supuesto ha sido introducido por la Ley 34/2015, de 21 de septiembre, de reforma parcial de la LGT 2003. A este tipo de decisiones se refiere la propia LGT 2003 en el  título VII.

5. Las resultantes de la ejecución de resoluciones firmes, total o parcialmente estimatorias, dictadas en un recurso o reclamación económico-administrativa o en un recurso contencioso-administrativo, que previamente hayan sido objeto de suspensión durante la tramitación de dichos recursos o reclamaciones.

6.  Las derivadas de tributos que deban ser legalmente repercutidos, salvo que se justifique debidamente que las cuotas repercutidas no hay sido efectivamente pagadas.

En el caso de solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento de deudas tributarias derivadas de tributos que deban ser legamente repercutidos, será necesario aportar la documentación en base a la cual se acredite el impago de las cuotas repercutidas.

Con carácter general, las solicitudes de aplazamientos o fraccionamientos de pago de deudas tributarias derivadas de tributos que deban ser legamente repercutidos deberán ser objeto de inadmisión.

La concesión o, en su caso, denegación de una solicitud de aplazamiento o fraccionamiento de pago de tributos repercutidos estará condicionada a la acreditación fehaciente de la ausencia de cobro por el solicitante de las cuotas repercutidas objeto de dicha solicitud.

A estos efectos, junto con la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento de pago se adjuntará documentación acreditativa de la ausencia de cobro del párrafo anterior, en particular:


	
1. Relación de las facturas  emitidas que no han sido cobradas con identificación de clientes, cuantías y fecha de vencimiento de las mismas.

	
2. Justificación documental que acredite que las mismas no han sido efectivamente satisfechas.

	
3. Relación de facturas recibidas, con identificación de proveedores y cuantías, acreditándose si las mismas han sido satisfechas y, en su caso, acreditación de los  medios de pago utilizados.

	
4. Copia de cuantos requerimientos o actuaciones se hayan realizado frente al acreedor reclamando el pago de las facturas impagadas.



En todo  caso, se realizará un único requerimiento a los efectos de aportar la documentación necesaria para tramitar la solicitud.

Los tributos repercutidos y cobrados son inaplazables.

En la tramitación de las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento de pago de tributos repercutidos se atenderá a las siguientes circunstancias:

1. Si de la documentación que aporta el contribuyente se deduce que el importe de las cuotas repercutidas efectivamente cobradas correspondientes al periodo de objeto de solicitud es superior a la cuota del impuesto a ingresar, la solicitud será objeto de inadmisión.

2. Si de la documentación que aporta el contribuyente se deduce que el importe de las cuotas repercutidas efectivamente cobradas correspondientes al periodo objeto de solicitud es inferior a la cuota del impuesto a ingresar, se procederá a la inadmisión de la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento de pago, salvo que el contribuyente acredite, hasta el fin del plazo de atención del requerimiento, que ha realizado el ingreso de la parte de la deuda correspondiente al importe de las cuotas efectivamente repercutidas y cobradas.

En caso de que se efectúe el ingreso referido en el párrafo anterior, procederá la tramitación del aplazamiento o fraccionamiento solicitado, pero sólo por el importe que reste de deuda una vez aplicado el citado ingreso, atendiendo a los criterios generales de estas Instrucciones.

Si el citado ingreso no se efectúa en dicho plazo, se entenderá que no han quedado acreditadas las condiciones previstas en el artículo 65.2.f) de la LGT 2003, y la solicitud será objeto de inadmisión. 

Dada la inaplazabilidad de las deudas por tributos repercutidos y cobrados, en estos casos, cuando  proceda la concesión del aplazamiento o fraccionamiento de pago, se incluirá en el acuerdo de concesión una cláusula en la que se especifique que, si durante la vigencia del acuerdo, se produjese el cobro efectivo del tributo repercutido, dichas cantidades, las efectivamente cobradas, deberán íntegramente ingresarse a favor de la Hacienda Pública en pago de la deuda pendiente hasta la completa satisfacción de ésta, aun cuando ello suponga un vencimiento anticipado de las deudas aplazadas o fraccionadas. En este sentido, se establecerá, en el acuerdo de concesión, una cláusula por la que procederá la cancelación por incumplimiento del mismo cuando, habiendo cobrado las cantidades repercutidas y pendientes, el contribuyente no las destine al pago anticipado del aplazamiento en el plazo máximo de 10 días desde el cobro efectivo.

Además, se indicará, que  durante la vigencia del acuerdo se podrá requerir al obligado o a terceros la información necesaria para comprobar los cobros que hayan podido ser efectuados a los efectos de constatar el correcto cumplimiento de la condición prevista en el párrafo anterior.

Los plazos se ajustarán en la medida de lo posible a la previsión de ingreso de las cantidades aplazadas.

No obstante, si el aplazamiento incluyese deuda por tributos repercutidos, el plazo máximo  deberá ajustarse a los criterios generales, esto es, se producirá, en todo caso, un vencimiento anticipado, y sin necesidad de requerimiento por los órganos de Recaudación, al momento del cobro del tributo repercutido. A estos efectos, la Dependencia de  Recaudación, deberá establecer mecanismos de control que permitan tener un conocimiento puntual del cobro de los tributos repercutidos objeto de aplazamiento. Si en el plazo de días desde el cobro del tributo repercutido aplazado éste no se ingresase por el contribuyente, el aplazamiento  deberá ser considerado incumplido y procederá su inmediata cancelación. 


Ejemplo 1 (IVA repercutido cobrado ≥ Cuota autoliquidación):


Tres facturas emitidas de 1.000 € cada una, a un tipo del 10%. Se  cobra una. 

Dos facturas recibidas, de 1.000 € al mismo tipo.

IVA repercutido cobrado: 1.000 x 0,10 = 100 €

Cuota  autoliquidación: 1.000 x 3 x 0,10 (IVA repercutido) -  1.000 x 2 x 0,10 (IVA soportado) = 100 €.

Procede inadmitir la solicitud de aplazamiento.




Ejemplo 2 (IVA repercutido cobrado < Cuota autoliquidación):


El mismo caso anterior, pero con una sola factura recibida. 

IVA repercutido cobrado (100 €) < Cuota autoliquidación (200 €).

El interesado debe ingresar 100 y pedir aplazamiento por la diferencia (200 -100 = 100) para que se pueda tramitar la solicitud (concediéndose o denegándose finalmente). Si no ingresa los 100 (es decir, si pide aplazamiento por 200 €) debe inadmitirse.



Existen, en cualquier caso, una serie de supuestos problemáticos, a los que la solución dada por el Agencia Tributaria es la que sigue:


	
a) Liquidaciones de IVA practicadas por la Administración: Se entiende que no se ha cobrado el importe regularizado, por lo que no procede inadmitir la solicitud sino tramitarla (generalmente, denegando).

	
b) IVA  derivado mediante responsabilidad tributaria: Sucede como en el caso anterior, ya que se entiende que el responsable no ha cobrado el IVA (admitir y denegar).

	
c) Sujetos pasivos acogidos al régimen especial de IVA de caja: Se inadmitirán en todo caso, aun cuando el IVA repercutido no se haya cobrado. En tal caso, el obligado al pago debe interponer recurso de reposición  si considera que procedía admitir a trámite.





7. Las correspondientes a obligaciones tributarias que deba cumplir el obligado a realizar pagos fraccionados del Impuesto sobre Sociedades. No se dice nada respecto de estos mismos pagos fraccionados en el IRPF. De hecho, la Instrucción 1/2017, de 18 de enero, permite el aplazamiento de estos últimos, si bien con el límite del plazo que reste hasta el inicio del de presentación de la declaración anual en la que deban incluirse.

Tampoco resultan aplazables o fraccionables las deudas cuya norma reguladora así lo disponga. Es el caso, por ejemplo, de la tasa por ejercicio de la potestad jurisdiccional regulada en los arts. 8 y 41 de la Ley 10/2012, de 20 de noviembre. Dichas solicitudes deben ser también, pues, inadmitidas.


Casuística:


Denegación de aplazamiento de pago. El fraccionamiento se concibe por el legislador para paliar un problema transitorio, coyuntural u ocasional de tesorería y no una situación económica negativa de la empresa que tiene carácter permanente (SAN 30-5-2005).



2.  Ámbito subjetivo de aplicación

a) Solicitud

El procedimiento de concesión de un aplazamiento o fraccionamiento de pago es rogado, lo cual significa que nunca puede iniciarse más que a instancia del interesado, mediante solicitud. Así se infiere, por demás, del artículo 65.5 de la LGT 2003 y, más expresamente, del artículo 44.1 del RGR 2005. No es casual, por ello, que el RGR dedique a la solicitud notable extensión (arts. 46 y 47 RGR 2005).

b) Administración competente

Las solicitudes de aplazamiento de las deudas cuya gestión recaudatoria se lleve a cabo por la AEAT serán tramitadas y resueltas por los órganos de ésta, conforme se ha dicho ya.

Las solicitudes de aplazamiento formuladas en período voluntario de pago de las deudas y sanciones del sistema tributario estatal o aduanero cuya gestión en dicho período esté encomendada a un órgano de la Administración General del Estado u Organismo Autónomo, serán tramitadas y resueltas por la AEAT, salvo que de forma expresa y específica las normas reguladoras de esos recursos reserven a los citados órganos la gestión del aplazamiento en período voluntario (art. 45.2 RGR 2005).

Las solicitudes de aplazamiento de los demás recursos de naturaleza pública serán tramitadas y resueltas por la Dirección General del Tesoro y Política Financiera o las Delegaciones del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, salvo que la gestión de dichos recursos esté atribuida a otros órganos de la Administración General del Estado, organismos autónomos u otra entidad de derecho público, en cuyo caso serán tramitadas y resueltas por tales órganos y entidades (art. 45.3 RGR 2005).









Sección 2 Solicitud






1. Presentación de la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento


 La presentación de solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento de pago podrá hacerse por medios informáticos, electrónicos o telemáticos o en formato papel según las disposiciones aplicables en cada caso.

En este último supuesto los órganos de recaudación pondrán a disposición de los interesados modelos normalizados, sin perjuicio de ser válidas las solicitudes que, sin ajustarse al modelo establecido, reúnan los requisitos establecidos o simplemente adolezcan de defectos que puedan ser objeto de subsanación, a través del oportuno requerimiento.

No obstante, tanto la presentación de la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento como la documentación a adjuntar a dicha solicitud deberá realizarse por medios telemáticos en el caso de que el solicitante sea uno de los sujetos obligados a relacionarse electrónicamente con la Administración en los términos establecidos en el artículo 14 de la Ley 39/2015, de 1  de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. A los efectos de la documentación a adjuntar, ha de indicarse que será de aplicación del art. 28.5 de la citada Ley que dispone: "Excepcionalmente, cuando la relevancia del documento en el procedimiento lo exija o existan dudas derivadas de la calidad de la copia, las Administraciones podrán solicitar de manera motivada el  cotejo de las copias aportadas por el interesado, para lo que podrán requerir la exhibición del documento o de la información original.".








2. Plazo de presentación de la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento


 Al poder presentarse la solicitud tanto en periodo voluntario como ejecutivo de pago, existen, realmente, dos plazos de presentación posibles:


	
a)  Durante el plazo de presentación de la autoliquidación o de ingreso voluntario de la liquidación (periodo voluntario), que tratándose de obligaciones tributarias es el recogido en el artículo 62, apartados 1, 2 y 3, de la LGT 2003.

	
b)  Una vez vencido el plazo anterior, pero, en cualquier caso, con anterioridad a la notificación del acuerdo de enajenación de los bienes embargados (periodo ejecutivo).



Tratándose de autoliquidaciones, si éstas se presentan fuera de plazo sin requerimiento previo el periodo ejecutivo se inicia al día siguiente de la presentación si no va acompañada de ingreso o solicitud de aplazamiento o fraccionamiento o compensación. Es lógico, pues, que el artículo 46.1.a in fine del RGR 2005 señale "… en caso de autoliquidaciones presentadas fuera de plazo, sólo se entenderá que la solicitud se presenta en periodo voluntario cuando la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento se presente junto con la autoliquidación extemporánea".


ATENCIÓN En el caso de autoliquidaciones presentadas fuera de plazo, sólo se entenderá que la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento se presenta en período voluntario cuando ésta se presente junto con la autoliquidación extemporánea [art. 46.1.a) RGR 2005].









3. Solicitud de aplazamiento o fraccionamiento


 La solicitud de aplazamiento o fraccionamiento debe contener las menciones mínimas que enumera el artículo 46.2 del RGR 2005. Para facilitar su observancia, la AEAT pone a disposición de los interesados de modelos de solicitud elaborados por el Departamento de Recaudación de la AEAT. Tales modelos existen, y como indica la instrucción, son descargables desde la página web de la AEAT, previa cumplimentación on line, si se desea.

En realidad, existen dos modelos, uno para deudas no superiores a 30.000 euros y otro para deudas superiores a 30.000 euros. Ambos son iguales excepto por lo que respecta al apartado relativo a garantías, puesto que, en el primer caso, conforme se verá más tarde, la concesión del aplazamiento o fraccionamiento no queda supeditada a la constitución de garantías, las cuales, en cambio, sí son exigibles por regla general en el segundo.

En cualquier caso, las menciones inexcusables de toda solicitud son las siguientes:


	
a)  Nombre y apellidos o razón social o denominación completa, NIF y domicilio fiscal del obligado al pago y, en su caso, de la persona que lo represente. La Instrucción 4ª.2.a) recuerda que cuando concurra un supuesto de representación legal del obligado al pago, será imprescindible su acreditación, en los términos previstos en el artículo 45 de la Ley General Tributaria. En el caso de representación voluntaria o actuación por medio de apoderado, estas deberán acreditarse en los términos del artículo 46 de dicha ley. Además, cuando no se hubieran subsanado los defectos advertidos en la acreditación o no conste expresamente la conformidad del obligado al pago, se tendrá por no presentada la documentación, ni por efectuada la declaración suscrita por persona distinta.

	
b)  Identificación de la deuda cuyo aplazamiento o fraccionamiento se solicita, indicando al menos su importe, concepto y fecha de finalización del plazo de ingreso en periodo voluntario.

	
c)  Causas que motivan la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento.

	
d)  Plazos y demás condiciones del aplazamiento o fraccionamiento que se solicita.

	
e)  Garantía que se ofrece (para deudas por importe superior a 30.000 euros y siempre que el solicitante, superándose dicho importe, no sea una Administración Pública).

	
f)  Orden de domiciliación bancaria, indicando el número de cuenta cliente y los datos identificativos de la entidad de crédito que deba efectuar el cargo en cuenta. Se recuerda que desde 1 de enero de 2010 la domiciliación bancaria de los vencimientos de los aplazamientos y fraccionamientos de pago es obligatoria (ver comentario relacionado).

	
g)  Indicación de que la deuda respecto de la que se solicita el aplazamiento o fraccionamiento no tiene carácter de crédito contra la masa, tratándose de sujetos en concurso de acreedores.

	
h)  Lugar, fecha y firma del solicitante.




ATENCIÓN ¿Cómo se determina la cuantía de 30.000 euros? Según la Orden HAP/2178/2015, de 9 de octubre (BOE núm. 251, del 20), la deuda a tener en cuenta no es sólo aquella a la que la solicitud vaya referida sino toda la "deuda previa", que se define como la suma de los siguientes conceptos:


	
a)  Deuda a la que vaya referida la solicitud.

	
b)  Deudas (de cualquier importe) respecto de las que exista pendiente de resolución una solicitud previa.

	
c)  Deudas aplazadas o fraccionadas que no estén debidamente garantizadas (es decir, que no cuenten con garantía, tanto si la ausencia de garantía obedece a dispensa total como parcial y sin importar el motivo de la dispensa, ex lege o discrecional).



Las deudas a las que se refiere el Reglamento CEE 2913/1992, del Consejo, de 12 de octubre, por el que se aprueba el Código Aduanero Comunitario, se rigen por dicho código exclusivamente, por lo que no serán objeto de cómputo a efectos de determinación del concepto de "deuda previa" que aquí se maneja ni tampoco quedan incluidas dentro del ámbito de la concesión de aplazamiento o fraccionamiento con dispensa.
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